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REPÚBLICA DE COLOMBIA 

RAMA JUDICIAL DEL PODER PÚBLICO 

 
JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO PARA ADOLESCENTES CON 

FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE MEDELLÍN 

 

Medellín, nueve de julio de dos mil veintiséis. 

 

Providencia    Sentencia de tutela de primera instancia Nro. 158 de 2026 

Accionante Luís Javier Montoya Jaramillo 

Accionados Universidad Nacional de Colombia - Facultad de Minas 

Radicado 05001 31 18 004 2026-00129 00 

Temas  Debido proceso 

Decisión Niega 

 

1. ASUNTO 

 

Dentro del término legal conforme lo establece el Decreto 2591 de 1991, se 

dispone el Despacho a decidir la acción de tutela presentada por el señor LUÍS 

JAVIER MONTOYA JARAMILLO, identificado con la cédula de ciudadanía Nro. 

71.750.013, quien actúa en nombre propio contra la UNIVERSIDAD NACIONAL 

DE COLOMBIA - FACULTAD DE MINAS, por la presunta vulneración del derecho 

fundamental al debido proceso. 

 

 

2. HECHOS Y PRETENSIONES 

El señor LUIS JAVIER MONTOYA JARAMILLO, señaló que se inscribió para el 

perfil GMA_T31, correspondiente a las áreas de Hidráulica de Canales, Hidráulica 

Urbana o Acueductos y Alcantarillados, aportando oportunamente la totalidad 

de los documentos exigidos por la convocatoria, entre ellos los soportes de 

formación académica, experiencia profesional, docente e investigativa, proyectos 

de investigación, publicaciones científicas, libros, capítulos de libro y demás 

productos académicos objeto de evaluación. 

Indicó que el 22 de abril de 2026 la Universidad publicó los resultados de la 

valoración de la hoja de vida y de las pruebas de competencias, obteniendo un 

puntaje total de 815 puntos, discriminados en 205 puntos por hoja de vida, 236 

puntos por prueba escrita y 374 puntos por prueba oral. En esa misma fecha 

solicitó, mediante correo electrónico, la información detallada sobre la valoración 

de su hoja de vida, requiriendo conocer la matriz de evaluación, los puntajes 

asignados individualmente a cada producto académico, los criterios técnicos 

empleados y la relación de los productos valorados y excluidos. No obstante, 

afirmó que la Universidad no atendió dicha solicitud, limitándose a informarle 

que debía presentar la reclamación correspondiente a través del portal dispuesto 

para los aspirantes. 

Manifestó que, dentro del término previsto en la convocatoria, formuló 

reclamación contra la valoración de su hoja de vida, solicitando la revisión 

individual de los proyectos de investigación, artículos científicos, libros y 
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capítulos de libro que, a su juicio, habían sido incorrectamente evaluados o 

excluidos, así como la explicación de los criterios utilizados para determinar la 

relación de dichos productos con el perfil convocado. Precisó que el 11 de mayo 

de 2026, mediante oficio M.FM.1-0166 de 2026, la Universidad resolvió la 

reclamación de manera general, indicando que varios productos no guardaban 

relación con el área de desempeño, sin identificar de forma individualizada los 

productos evaluados, el puntaje otorgado a cada uno ni las razones técnicas y 

normativas que sustentaban su exclusión. Como consecuencia de dicha decisión, 

el puntaje correspondiente a la hoja de vida fue reducido de 205 a 140 puntos, 

disminuyendo el puntaje total de 815 a 750 puntos. 

Expuso que el 12 de mayo de 2026, mediante la Resolución 1245 de 2026, la 

Universidad publicó la lista de ganadores y elegibles del concurso, manteniendo 

la reducción del puntaje de la hoja de vida a 140 puntos, circunstancia frente a 

la cual presentó recurso de reposición el 27 de mayo de 2026, reiterando la 

necesidad de acceder a la matriz detallada de evaluación, conocer el puntaje 

individual asignado a cada producto académico, los criterios específicos 

utilizados para su valoración y las razones concretas por las cuales algunos 

productos fueron excluidos. Igualmente, puso de presente que la Universidad 

había incurrido en un error verificable al afirmar que respecto del libro “Agua 

segura en comunidades rurales en Colombia” únicamente ostentaba la calidad de 

compilador, pese a que los documentos aportados acreditaban su condición de 

autor y compilador de dicha obra. 

Señaló además que el 14 de mayo de 2026 presentó derecho de petición 

reiterando la entrega de la matriz correspondiente a la valoración inicial de su 

hoja de vida, la discriminación completa de los puntajes asignados, la relación 

de los productos incluidos y excluidos, la metodología utilizada para consolidar 

la calificación, así como copia de las actas, conceptos técnicos y demás 

documentos elaborados por el comité evaluador. Indicó que dicha petición fue 

respondida únicamente el 9 de junio de 2026, oportunidad en la que la 

Universidad remitió nuevamente la matriz correspondiente a la segunda 

valoración de la hoja de vida, mas no la información relativa a la evaluación 

inicialmente publicada el 22 de abril de 2026, dejando sin resolver de fondo las 

solicitudes formuladas. 

Agregó que mediante la Resolución 1550 del 5 de junio de 2026 la Universidad 

modificó el cronograma del concurso y fijó el 14 de julio de 2026 como fecha para 

la publicación de los resultados definitivos, decisión adoptada en cumplimiento 

de una orden judicial proferida dentro de otra acción de tutela relacionada con 

el mismo concurso. 

Finalmente, manifestó que mediante la Resolución 1687 del 11 de junio de 2026, 

al resolver el recurso de reposición, la Universidad disminuyó nuevamente el 

puntaje de la hoja de vida, reduciéndolo de 140 a 115 puntos y dejando el puntaje 

total en 725 puntos, sin explicar de manera suficiente las razones que 

justificaban la nueva modificación ni identificar los productos académicos 

valorados o excluidos en cada una de las etapas de evaluación. Sostuvo que las 

sucesivas reducciones de puntaje carecieron de motivación suficiente, 

trazabilidad, objetividad y transparencia, impidiéndole ejercer adecuadamente 

los derechos de contradicción y defensa dentro del concurso profesoral. 
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Con fundamento en lo anterior, solicitó el amparo de su derecho fundamental al 

debido proceso y, en consecuencia, que se deje sin efectos la Resolución 1687 de 

2026 en lo relacionado con la valoración de su hoja de vida; que se ordene a la 

Universidad Nacional de Colombia motivar de manera suficiente la evaluación 

realizada, suministrando las matrices, actas, criterios técnicos y demás 

documentos que soportaron la asignación de puntajes; identificar 

individualmente los productos académicos valorados y excluidos con las razones 

de su inclusión o exclusión; garantizar el acceso al expediente administrativo 

correspondiente; informar la conformación y designación del comité evaluador; 

y, de manera subsidiaria, disponer la realización de una nueva valoración de su 

hoja de vida por un comité evaluador distinto, con observancia de criterios 

objetivos, transparentes y verificables, garantizando plenamente el ejercicio de 

los derechos de defensa y contradicción. 

 

 

3. RESPUESTA DE LA ENTIDAD ACCIONADA Y VINCULADAS 

 

La UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA, por conducto de su Jefe de la 

Oficina Jurídica —Patricia Arroyave Franco–, solicitó negar el amparo 

constitucional al considerar que no ha vulnerado el derecho fundamental al 

debido proceso invocado por el accionante. Sostuvo que el Concurso Profesoral 

2026 fue adelantado con estricta observancia de la autonomía universitaria y de 

la normativa que regula la carrera profesoral, particularmente el Acuerdo 123 de 

2013 del Consejo Superior Universitario, el Acuerdo 072 de 2013 del Consejo 

Académico y la Resolución 3823 de 2025, garantizando en todas sus etapas la 

transparencia del proceso, el derecho de contradicción de los aspirantes y la 

independencia técnica y académica de los jurados evaluadores. 

Manifestó que el accionante se inscribió al perfil GMA_T31 y que el 22 de abril 

de 2026 fueron publicados los resultados preliminares del concurso, obteniendo 

inicialmente un puntaje total de 815 puntos, distribuidos en 205 puntos por hoja 

de vida, 236 por la prueba escrita y 374 por la prueba oral. Indicó que en esa 

misma publicación se informó expresamente el procedimiento y el término para 

formular reclamaciones, las cuales debían presentarse exclusivamente a través 

del Portal de Aspirantes. Agregó que el correo electrónico remitido por el actor el 

22 de abril de 2026 fue respondido el 24 de abril siguiente, orientándolo sobre el 

conducto reglamentario para canalizar sus inconformidades, razón por la cual 

negó que hubiese existido ausencia de respuesta o afectación de su derecho de 

defensa. 

Expuso que, con ocasión de la reclamación presentada por el accionante, la 

Universidad emitió el Oficio M.FM.1-0166 del 11 de mayo de 2026, mediante el 

cual efectuó una revisión técnica e individualizada de la hoja de vida, 

concluyendo que diversos productos académicos no guardaban relación directa 

con el área de desempeño del perfil convocado, conforme a los criterios 

establecidos en la Resolución 3823 de 2025. Como consecuencia de dicha 

revisión, el puntaje de la hoja de vida fue ajustado de 205 a 140 puntos, para un 

total de 750 puntos, precisando que la decisión estuvo debidamente motivada 

mediante matrices que contenían el análisis individual de cada producto 
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académico, el puntaje asignado y las razones técnicas de las exclusiones 

efectuadas. 

Indicó que el 14 de mayo de 2026 el accionante presentó un derecho de petición 

solicitando la matriz detallada de evaluación, los criterios técnicos, los puntajes 

individuales y copia de las actas y documentos utilizados por el comité evaluador. 

Señaló que dicha petición fue respondida mediante el Oficio M.FM.1-0229 del 9 

de junio de 2026, en el cual se suministró nuevamente la información 

correspondiente a la evaluación de la hoja de vida y se efectuó una nueva revisión 

técnica que permitió advertir que la tesis doctoral aportada por el aspirante no 

guardaba relación directa con las áreas de desempeño del perfil GMA_T31, 

circunstancia que justificó un nuevo ajuste en la calificación. 

Precisó igualmente que el accionante interpuso recurso de reposición contra la 

Resolución 1245 del 12 de mayo de 2026, mediante la cual se conformó la lista 

de ganadores y elegibles, recurso que fue resuelto mediante la Resolución 1687 

del 11 de junio de 2026, confirmando la valoración efectuada y fijando 

definitivamente el puntaje de la hoja de vida en 115 puntos, para un total de 725 

puntos, decisión que, según la entidad, estuvo plenamente sustentada en 

criterios técnicos y académicos previamente explicados al aspirante. 

Asimismo, informó que el 26 de junio de 2026, mediante el Oficio M.FM.1-0240, 

dio respuesta a un nuevo derecho de petición, suministrando un cuadro 

comparativo que reflejaba el puntaje preliminar, el puntaje definitivo y la 

justificación técnica correspondiente a cada uno de los productos académicos 

evaluados, afirmando que dicho documento constituye el registro oficial, íntegro 

y único de la evaluación realizada por los jurados. 

Con fundamento en lo anterior, la Universidad sostuvo que el accionante ejerció 

plenamente los mecanismos de reclamación, reposición y petición previstos en la 

convocatoria, todos los cuales fueron resueltos de manera motivada y oportuna, 

por lo que no existe vulneración del derecho fundamental al debido proceso. En 

consecuencia, solicitó negar la totalidad de las pretensiones de la acción de 

tutela, al estimar que las decisiones adoptadas se encuentran amparadas por la 

autonomía universitaria, la presunción de legalidad de los actos administrativos 

y la discrecionalidad técnica de los jurados evaluadores. De igual forma, frente a 

las solicitudes relacionadas con la entrega de matrices, criterios técnicos, 

expediente administrativo, conformación del comité evaluador y demás 

documentos del concurso, sostuvo que la información ya fue suministrada 

durante el trámite administrativo, razón por la cual, respecto de tales aspectos, 

se configura una carencia actual de objeto por hecho superado. 

El señor Guillermo Jesús Acuña Robles, actuando en nombre propio y en 

calidad de tercero con interés directo dentro de la presente acción constitucional, 

manifestó que su intervención no tiene por finalidad asumir la defensa judicial 

de la Universidad Nacional de Colombia ni controvertir la valoración técnica 

realizada por el comité evaluador, sino salvaguardar los derechos fundamentales 

que le asisten como tercero de buena fe, particularmente el debido proceso, la 

igualdad, la buena fe, la confianza legítima y el acceso al empleo público 

conforme al principio constitucional del mérito. En consecuencia, solicitó al 

Despacho que, al momento de resolver la presente acción de tutela, valore los 

efectos que una eventual decisión favorable al accionante podría generar sobre 
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su situación jurídica y garantice que cualquier medida que se adopte resulte 

proporcional, necesaria y respetuosa de los derechos adquiridos como 

participante que obtuvo el primer lugar dentro del concurso, evitando que las 

consecuencias de eventuales irregularidades administrativas recaigan sobre un 

tercero ajeno a las actuaciones cuestionadas. 

La señora Gatsby Emperatriz López Otálvaro, compareció al presente trámite 

constitucional, manifestando que se inscribió oportunamente en la convocatoria 

y que la Universidad Nacional de Colombia certificó la recepción de la totalidad 

de los documentos exigidos para participar en el proceso de selección. No 

obstante, indicó que fue excluida durante la etapa de verificación de requisitos 

mínimos, bajo el argumento de no acreditar al menos dos artículos científicos o 

proyectos de investigación relacionados con las áreas de clima o hidrología. 

Señaló que interpuso recurso de reposición contra dicha decisión, aportando 

como soporte dos artículos científicos indexados y demás publicaciones 

académicas que, en su criterio, demostraban el cumplimiento de los requisitos 

exigidos para el perfil convocado; sin embargo, la Facultad de Minas confirmó la 

decisión de rechazo, al considerar que tales documentos no acreditaban las 

condiciones previstas en la convocatoria. 

 

4. CONSIDERACIONES  

Corresponde al Despacho determinar si la UNIVERSIDAD NACIONAL DE 

COLOMBIA —SEDE MEDELLÍN— FACULTAD DE MINAS vulneró el derecho 

fundamental al debido proceso del señor LUIS JAVIER MONTOYA JARAMILLO, 

con ocasión de las decisiones adoptadas dentro del Concurso Profesoral 2026 

para el perfil GMA_T31, específicamente respecto de la valoración de su hoja de 

vida, la resolución de las reclamaciones, del recurso de reposición y de los 

derechos de petición presentados durante el desarrollo del proceso de selección, 

y si, en consecuencia, resulta procedente dejar sin efectos la Resolución No. 1687 

de 2026 y las actuaciones relacionadas con la evaluación de su hoja de vida, 

ordenando una nueva valoración o la entrega de la información y documentación 

solicitada. 

Oportuno resulta destacar que, el mecanismo diseñado en el artículo 86 de la 

Carta Política, fue establecido por el Constituyente de 1991, con la única 

finalidad de que a través de él se lograra la real protección de los derechos 

fundamentales de los asociados, cuando ellos resultaren violados o amenazados 

por una acción u omisión de las autoridades y/o los particulares en los casos 

previstos por la Ley. 

 

De esta manera, en el marco del principio de subsidiaridad, es dable afirmar que 

“la acción de tutela, en términos generales, no puede ser utilizada como un medio 

judicial alternativo, adicional o complementario de los establecidos por la ley para 

la defensa de los derechos, pues con ella no se busca remplazar los procesos 

ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los mecanismos impuestos 

(dentro) de estos procesos para controvertir las decisiones que se adopten”1. 

 

                                                 
1 SU-544 de 2001, T-599 de 2002, T-803 de 2002, T-273 de 2006, T-093 de 2008, SU-037 de 2009, T-565 de 2009, T-424 de 2010, 
T-520 de 2010, T-859 de 2010, T-1043 de 2010, T-076 de 2011, T-333 de 2011, T-377A de 2011, T-391 de 2013, T-627 de 2013, T-502 
de 2015 y T-575 de 2015. 
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En desarrollo del principio de subsidiariedad, la Corte Constitucional ha 

precisado que la acción de tutela solo procede cuando el medio judicial ordinario 

no resulta materialmente idóneo o eficaz para la protección integral y oportuna 

del derecho fundamental invocado, o cuando, aun siendo apto, se requiere la 

intervención inmediata del juez constitucional para evitar la configuración de un 

perjuicio irremediable. Tratándose de actos administrativos proferidos en el 

marco de concursos de mérito, la regla general es la improcedencia del amparo, 

por existir el medio de control de nulidad y restablecimiento del derecho ante la 

jurisdicción contencioso administrativa, reforzado con la posibilidad de solicitar 

medidas cautelares. Solo en eventos excepcionales —inexistencia de medio 

judicial, afectación constitucional directa que desborde el análisis de legalidad o 

acreditación de un perjuicio irremediable— resulta viable la intervención del juez 

de tutela.  

 

Al respecto, la Corte en copiosa jurisprudencia, ha hecho énfasis en el carácter 

excepcional del mecanismo constitucional de protección que no debe 

superponerse ni suplantar los mecanismos ordinarios establecidos en nuestro 

ordenamiento jurídico. Debemos recordar además que, la protección de los 

derechos constitucionales no es un asunto que haya sido reservado 

exclusivamente a la acción de tutela, en la medida en que la Constitución en 

el artículo segundo, le impone a las autoridades de la República la obligación de 

proteger a todas las personas en sus derechos y libertades, se debe entender que 

los diversos mecanismos judiciales de defensa previstos en la ley han sido 

estatuidos para garantizar la vigencia de los derechos constitucionales incluidos 

los de carácter fundamental. 

 

Para resolver el problema jurídico se hará alusión a la procedencia de la acción de 

tutela contra actos administrativos, principalmente a los que se relacionan con 

controversias originadas en concurso de méritos. Sobre el particular, en la 

sentencia T-753 de 2006, la jurisprudencia constitucional preciso que:  

 

“Así las cosas, conforme con su diseño constitucional, la tutela fue concebida como 

una institución procesal dirigida a garantizar “una protección efectiva y actual, pero 

supletoria, de los derechos constitucionales fundamentales” , razón por la cual no 

puede ser utilizada como un medio judicial alternativo, adicional o complementario de 

los establecidos por la ley para la defensa de los derechos, pues con ella no se busca 

reemplazar los procesos ordinarios o especiales y, menos aún, desconocer los 

mecanismos dispuestos para controvertir las decisiones que se adopten durante su 

trámite.” 

 

Entendida de otra manera, la acción de tutela no puede convertirse en un 

escenario de debate y decisión de litigios, sino de protección de los derechos 

fundamentales. Al respecto, en la sentencia T-460 de 2005, la Corte Constitucional 

indicó:  

 

“Según esta exigencia, entonces, si existen otros medios de defensa judicial, se debe 

recurrir a ellos pues de lo contrario la acción de tutela dejaría de ser un mecanismo 

de defensa de los derechos fundamentales y se convertiría en un recurso expedito 

para vaciar la competencia ordinaria de los jueces y tribunales. De igual manera, de 

perderse de vista el carácter subsidiario de la tutela, el juez constitucional, en este 

ámbito, no circunscribiría su obrar a la protección de los derechos fundamentales, sino 

que se convertiría en una instancia de decisión de conflictos legales. Nótese cómo de 
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desconocerse el carácter subsidiario de la acción de tutela se distorsionaría la índole 

que le asignó el constituyente y se deslegitimaría la función del juez de amparo.” 

 

La jurisprudencia constitucional, respecto al perjuicio irremediable que haría 

excepcionalmente admisible la acción de tutela de manera transitoria a pesar de 

la concurrencia de otros mecanismos para zanjar el asunto, ha indicado que el 

perjuicio ha de ser inminente; debe requerir de medidas urgentes para ser 

conjurado: (iii) debe tratarse de un perjuicio grave y (iv) solo puede ser evitado a 

partir de la implementación de acciones impostergables. La caracterización de 

estas condiciones fue planteada por la Corte Constitucional desde la sentencia T-

225 de 1993 y se ha mantenido de forma invariable en la jurisprudencia posterior.  

 

Concordante con lo anterior, la jurisprudencia constitucional ha reiterado que, por 

regla general, la acción de tutela no procede para controvertir la validez ni la 

legalidad de los actos administrativos, en razón a la naturaleza residual y 

subsidiaria de este mecanismo constitucional impone al ciudadano la carga 

razonable de acudir previamente, a través de los respectivos medios de control, 

ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo, con el fin de solucionar los 

conflictos con la administración y proteger los derechos de las personas . En este 

sentido, la Corte manifestó en la Sentencia T – 030 de 2015: “que, conforme al 

carácter residual de la tutela, no es, en principio, este mecanismo el medio adecuado 

para controvertir las actuaciones administrativas, puesto que para ello están 

previstas las acciones ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo. En ese 

escenario, la acción de tutela cabría como mecanismo transitorio de protección de 

los derechos fundamentales cuando quiera que esperar a la respuesta de la 

jurisdicción contenciosa administrativa pudiese dar lugar a un perjuicio irremediable 

[…]”. 

 

En este sentido, la Corte Constitucional ha determinado que excepcionalmente 

será posible reclamar mediante la acción de tutela la protección de los derechos 

fundamentales vulnerados por la expedición de un acto administrativo, y ello solo 

será posible cuando se acude a la tutela como medio transitorio de amparo, evento 

en el cual será necesario acreditar no solo la ocurrencia de un perjuicio 

irremediable, sino también que el medio de control preferente carece de idoneidad 

o eficacia para garantizar la protección oportuna e inmediata de los derechos 

fundamentales vulnerados.  

 

Ahora, en relación con los concursos de mérito, en fallos primigenios la Corte 

Constitucional había sido más laxa frente la procedencia de la acción de tutela 

de manera excepcional, en tanto se decía que el procedimiento ante lo 

contencioso administrativo no era eficiente y eficaz por cuanto su resolución 

implicaba esperar un término prolongado, sin embargo tal panorama dio un giro 

con la creación de la Ley 1437 de 2011, en razón a que con esta nueva ley se 

abre la posibilidad de solicitar la adopción de medidas cautelares en los procesos 

adelantados ante la Jurisdicción de lo Contencioso Administrativo, así como 

también, se logra la reducción de la duración de los procesos. Al respecto ha 

señalado el precitado órgano de cierre en materia constitucional: 

 

“Así las cosas, las acciones de tutelas que se interponen en contra de los actos 
administrativos que se profieren en el marco de concursos de méritos, por regla 
general, son improcedentes, en tanto que existe la acción de nulidad y 
restablecimiento del derecho ante la jurisdicción de lo contencioso administrativo y, 
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en el marco de ésta, la posibilidad de solicitar medidas cautelares. Sin embargo, al 
juez constitucional le corresponde, establecer si esas medidas de defensa existentes 
en el ordenamiento jurídico son ineficaces, atendiendo a las particularidades del 
caso en concreto puesto en su conocimiento. Por ejemplo, cuando se trata de un 
cargo, para el que la Constitución o la ley previeron un periodo fijo y corto, como es 
el caso de los gerentes de Empresas Sociales del Estado, y del cual ya ha 
transcurrido un término importante. 

 
Pese a lo anterior, con la introducción al ordenamiento jurídico de la Ley 1437 
de 2011 y, con ésta, de la posibilidad de solicitar la adopción de medidas 

cautelares en los procesos adelantados ante la Jurisdicción de lo 
Contencioso Administrativo, así como la reducción de la duración de los 

procesos, el análisis de procedencia varió en estos casos, como quiera que 

se hizo necesario revisar la eficacia de los mecanismos de defensa allí 
dispuestos de cara a estas nuevas herramientas que, al igual que la acción 

de tutela, también permiten suspender los actos que causan la vulneración 
de los derechos fundamentales. En ese sentido, esta Corte ha sostenido que 

con la nueva norma el legislador quiso imprimir una perspectiva 

constitucional a los procesos adelantados ante la citada jurisdicción, 
instando a los jueces para que, en sus decisiones, opten por una visión más 

garantista del derecho.2 
 

Así mismo, en materia de función pública, esta Corporación ha sido constante en 

afirmar que el único perjuicio que habilita la procedencia transitoria de la acción de 

tutela es aquel que cumple las siguientes condiciones: (i) se produce de manera 

cierta y evidente sobre un derecho fundamental; (ii) de ocurrir no existiría 

forma de reparar el daño producido; (iii) su ocurrencia es inminente; (iv) 

resulta urgente la medida de protección para que el sujeto supere la 

condición de amenaza en la que se encuentra; y, (v) la gravedad de los 

hechos, es de tal magnitud que hace evidente la impostergabilidad de la 

tutela como mecanismo necesario para la protección inmediata de los 

derechos constitucionales fundamentales.3” (Destacado por el juzgado). 

Descendiendo al caso concreto, encuentra este Despacho acreditado que 

mediante la Resolución No. 3823 de 2025 la Facultad de Minas de la Universidad 

Nacional de Colombia convocó el Concurso Profesoral 2026, estableciendo de 

manera previa las reglas que regirían el proceso de selección, los requisitos de 

participación, los criterios de evaluación de los aspirantes, las etapas del 

concurso, así como los mecanismos de reclamación y los recursos procedentes 

frente a las decisiones adoptadas durante su desarrollo. Tales reglas eran 

conocidas por todos los participantes desde el momento de su inscripción y 

constituyeron el marco normativo que orientó la actuación administrativa. 

Asimismo, se encuentra demostrado que el señor LUIS JAVIER MONTOYA 

JARAMILLO participó en todas las etapas del concurso correspondientes al perfil 

GMA_T31 y ejerció ampliamente los mecanismos de contradicción previstos en 

la convocatoria. En efecto, presentó reclamación contra la valoración inicial de 

su hoja de vida, interpuso recurso de reposición frente a la Resolución 1245 de 

2026 y formuló varios derechos de petición mediante los cuales solicitó 

información relacionada con los criterios de evaluación, las matrices de 

calificación, la valoración individual de sus productos académicos y las razones 

por las cuales algunos de ellos no fueron tenidos en cuenta dentro del perfil 

convocado. 

                                                 
2 T-610 de 2017. 
3 T-132 de 2006. 
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Del acervo probatorio igualmente se desprende que la Universidad Nacional de 

Colombia dio respuesta a cada una de dichas actuaciones mediante los Oficios 

M.FM.1-0166 del 11 de mayo de 2026, M.FM.1-0229 del 9 de junio de 2026 y 

M.FM.1-0240 del 26 de junio de 2026, así como mediante las resoluciones 

expedidas dentro del concurso, documentos en los cuales explicó las revisiones 

efectuadas por el comité evaluador, suministró matrices comparativas de 

evaluación, discriminó los productos académicos analizados, indicó el puntaje 

asignado a cada uno de ellos y expuso las razones técnicas por las cuales 

determinados trabajos no guardaban relación directa con las áreas de 

desempeño correspondientes al perfil GMA_T31. 

En esas condiciones, contrario a lo sostenido por el accionante, no encuentra 

este Despacho acreditado que la entidad accionada hubiera omitido brindar 

información sobre la evaluación realizada, impedido el ejercicio del derecho de 

contradicción o desconocido las garantías propias del debido proceso 

administrativo. Por el contrario, las pruebas allegadas permiten concluir que 

cada una de las inconformidades planteadas fue objeto de análisis por parte del 

comité evaluador, circunstancia que dio lugar a sucesivas revisiones técnicas de 

la hoja de vida y, como consecuencia de ello, a la modificación del puntaje 

inicialmente asignado. 

Ahora bien, observa la judicatura que la verdadera inconformidad del accionante 

no radica en la inexistencia del procedimiento administrativo ni en la ausencia 

de oportunidades para ejercer su derecho de defensa, sino en el desacuerdo con 

el criterio técnico utilizado por los jurados para determinar cuáles de sus 

publicaciones, proyectos de investigación, libros, capítulos y demás productos 

académicos guardaban relación directa con las áreas de desempeño definidas 

para el perfil GMA_T31. 

En efecto, buena parte de los argumentos expuestos en la demanda están 

dirigidos a cuestionar la valoración académica realizada por el comité evaluador, 

sosteniendo que diversas publicaciones relacionadas con la gestión del recurso 

hídrico, la potabilización del agua, la hidrodinámica y otras materias debían ser 

consideradas dentro de las áreas objeto de la convocatoria. 

Sin embargo, dicha controversia corresponde a una discusión eminentemente 

técnica y académica que escapa al ámbito de competencia del juez constitucional. 

La Corte Constitucional ha sostenido de manera reiterada que la autonomía 

universitaria, reconocida en el artículo 69 de la Constitución Política, comprende 

la facultad de las instituciones de educación superior para organizar sus 

procesos de selección y confiar a jurados especializados la valoración de los 

méritos académicos de los aspirantes, siempre que dicha evaluación se realice 

conforme a las reglas previamente establecidas y con pleno respeto por las 

garantías del debido proceso. 

Así las cosas, al no encontrarse acreditada una actuación arbitraria, irrazonable 

o contraria a las garantías constitucionales, y verificarse que la Universidad 

Nacional de Colombia respetó las reglas previamente establecidas en la 

convocatoria, brindó respuesta motivada a las reclamaciones, recursos y 

derechos de petición formulados por el accionante y garantizó el ejercicio de los 

derechos de contradicción y defensa, este Despacho concluye que no se configuró 

la vulneración del derecho fundamental al debido proceso invocada por el señor 
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LUIS JAVIER MONTOYA JARAMILLO, razón por la cual el amparo constitucional 

solicitado será negado. 

Sin más consideraciones, el JUZGADO CUARTO PENAL DEL CIRCUITO PARA 

ADOLESCENTES CON FUNCIÓN DE CONOCIMIENTO DE MEDELLÍN, 

Administrando Justicia en nombre de la República y por Autoridad de la Ley, 

 

RESUELVE 

 

PRIMERO: NEGAR el amparo de los derechos fundamentales invocada por el 

señor LUIS JAVIER MONTOYA JARAMILLO, identificado con la cédula de 

ciudadanía No. 71.750.013, quien actúa en nombre propio, contra la 

UNIVERSIDAD NACIONAL DE COLOMBIA - FACULTAD DE MINAS, por las 

razones expuestas en la parte motiva de esta providencia. 

 

SEGUNDO: Contra esta decisión procede el recurso de apelación, que podrá ser 

promovido por la parte interesada dentro de los tres días siguientes a su 

notificación. 

 

TERCERO: Se ordena que, a través de la Secretaría, por intermedio del funcionario 

del despacho a quien se ha asignado este trámite, se realicen las notificaciones de 

rigor, y se verifique si la misma es o no impugnada, en caso negativo deberá 

remitirla para eventual revisión a la Corte Constitucional dentro de los términos de 

ley y en caso contrario, a la segunda instancia. 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE  

 
 

LILIAM IRENE CUESTA ANDRADE  

Juez  
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